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DE LA AMBIGÜEDAD EN EL DISEÑO UNA POLÍTICA PÚBLICA A LA 
DISCRECIONALIDAD EN SU PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN 
 
Análisis del proceso de implementación de la Política Pública de Discapacidad e 
Inclusión Social (PPDIS) del municipio de Envigado a través de sus diferentes 
instrumentos de intervención pública 
 
RESUMEN 
Los desarrollos teóricos en torno al proceso de formulación de políticas públicas 
han sido considerables con relación al proceso de agendación de un problema 
público, sin embargo, no han estado suficientemente acompañados de 
construcciones paralelas en el campo de la implementación. 
 
Se presenta el proceso de implementación como el tema central de este artículo, 
en donde se hace énfasis en los instrumentos de intervención pública definidos 
por las entidades territoriales en la etapa de diseño de una política pública. Para 
esto se tomó como caso práctico la Política Pública de Discapacidad e Inclusión 
Social (PPDIS) del Municipio de Envigado durante el período 2015 – 2018. 
 
Se analizó, por lo tanto, los enfoques top-down y bottom-up a través de los cuales 
se describen los procesos de implementación, así como se visualiza el tránsito 
entre los objetivos y programas planteados, a las acciones concretas de la política. 
Se llega a la conclusión de que una política pública caracterizada por la 
ambigüedad en la definición de objetivos e instrumentos y diseñada bajo procesos 
de participación ciudadana, debe responder a modelos de implementación tipo 
bottom up donde haya una mayor incidencia de los actores sociales o burócratas 
de calle que participaron en la etapa de formulación. Por el contrario, una política 
pública caracterizada por la claridad en la definición de objetivos e instrumentos y 




implementada bajo entornos top down donde las acciones son coherentes con los 
propósitos e indicadores iniciales que persigue la política. 
 
Palabras claves: Política Pública, Conflicto Político, Gobierno Municipal, 
Implementación, Bottom up, Top Down, Instrumentos de intervención pública,  
 
ABSTRACT 
The theoretical developments on formulation process of public politics have been 
appreciable, in relation to the process of taking into account of a public problem by 
governmental entities; nevertheless, they have not been sufficiently accompanied 
by parallel productions in the implementation field. 
 
The implementation process will be the main matter in this paper, emphasising on 
the public intervention instruments established by governmental entities during the 
plannig stage of a public politic. For this aim, the case taken into account was 
“Política Pública de Discapacidad e Inclusión Social (PPDIS)” from Envigado 
(Colombia) for the period 2015 – 2018. 
 
Hence, both top-down and bottom-up approaches have been analyzed, through 
which the implementation processes are described, as well as the transition 
between objectives and proposed programs has been intended. As a conclusion, a 
public politic characterized by the ambiguity in the definition of objectives and 
instruments, and planned under civic participation processes, should respond to 
implementation models as bottom-up, in which the influence of social actors or 
bureaucrats that took part in the formulation stage is better. On the contrary, a 
public politic characterized by having objectives and instruments clearly stablished, 
and by low leves of politic conflict or discretion, it is possible to be implemented 
under top-down environments where the actions are coherent with the purposes 
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En los últimos años, los desarrollos teóricos en torno a los procesos de 
formulación de políticas públicas han sido considerables, estableciéndose como 
un campo de estudio muy recurrente, en especial, con relación al proceso de 
agendación de un problema público. Sin embargo, estos referentes teóricos en 
torno a las políticas públicas no han estado suficientemente acompañados de 
construcciones paralelas en el campo de la implementación. En este sentido, 
muchas de las entidades territoriales encuentran en la actualidad problemas y 
obstáculos cuando tratan de implementarlas. Según Van Meter y Van Horn (2007) 
“los estudios de implementación habían sido una área desatendida de análisis 
porque los especialistas se habían enfocado básicamente en el proceso de toma 
de decisiones” (Citado en Revuelta, 2007, p.138). 
 
Los problemas en la implementación de las políticas públicas pueden evidenciarse 
cuando, en el ámbito de los gobiernos municipales, se encuentra que muchos 
Acuerdos a través de los cuales se sientan las bases para la implementación de 
las políticas públicas se convierten en actos administrativos carentes de la 
definición de herramientas o instrumentos a través de los cuales se pueden 
alcanzar los resultados finales esperados. 
 
Incluso algunos autores argumentan que “presidentes y sus consejeros, 
secretarios de departamentos y sus subordinados, así como funcionarios locales y 
grupos asentados en sus comunidades se quejan de que las buenas ideas se 
disipan en el proceso de ejecución” (Wildavsky y Pressman, 1998, p.53). Por lo 
tanto, llaman la atención de que los procesos de implementación de una política 





Esto permite hallar en el proceso de implementación de políticas públicas toda una 
serie de posibilidades para ser exploradas y es por esto que se presenta como el 
tema central de este artículo, lo cual ofrece un gran potencial de desarrollo al 
momento de pensarlo desde el enfoque de los instrumentos de intervención 
pública. Los resultados derivados de este análisis, proporcionarán elementos de 
reflexión y juicios de valoración para paliar los vacíos técnicos y académicos 
derivados de la falta de claridad en torno a los instrumentos de intervención del 
Estado. 
2. DEFINICIÓN DEL PROPÓSITO Y OBJETIVOS 
 
Para definir el propósito de este análisis es necesario situarse en el punto 
intermedio entre el diseño de las políticas y su subsecuente implementación, en 
donde es posible encontrar los instrumentos de intervención pública como ese 
eslabón que conecta ambas etapas. 
 
El problema consiste por lo tanto en la ambigüedad con la cual en muchas 
oportunidades se definen esos instrumentos de intervención de cara a lograr una 
mayor probabilidad de consenso entre quienes toman las decisiones. Ahora bien, 
lo que se gana en consenso dentro de la etapa de diseño se convierte 

























Surge entonces la pregunta ¿Qué efectos genera la definición ambigua de los 
instrumentos de intervención en el proceso de implementación de una política 
pública? Para responderla se plantea la siguiente hipótesis orientadora de este 
análisis: A mayor ambigüedad en la definición de los instrumentos de intervención 
de una política pública, mayor discrecionalidad en su proceso de implementación.   
 











Fuente: Elaboración propia 




Se tomó como caso práctico la Política Pública de Discapacidad e Inclusión Social 
(PPDIS) del Municipio de Envigado, donde es la institucionalidad quien tomó la 
decisión de avanzar en su diseño y gestión, con el objetivo central de analizar el 
proceso de implementación de la PPDIS durante el período 2015 – 2018, 
mediante el estudio de los distintos instrumentos de intervención definidos en su 
formulación. 
 
De igual forma se pretende recopilar los principales referentes teóricos que 
permiten establecer las bases sobre las cuales se fundamentan los procesos de 
implementación de una política pública, describir los avances en la 
implementación a partir del estudio de los distintos instrumentos y determinar el 
grado de coordinación de los principales actores que intervienen en la política. 
 
3. MARCO TEÓRICO  
 
Gobernar por políticas públicas supone pensar en un gobierno que desarrolla sus 
acciones enfocado en el diseño de oportunas políticas con las cuales dar solución 
a los problemas públicos identificados. “Gobernar en contextos políticos plurales y 
autónomos, de alta intensidad ciudadana y con graves problemas sociales 
irresueltos, parece exigir dos requisitos fundamentales: gobernar por políticas 
públicas y gobernar con sentido público” (Aguilar, 2013, p. 30). 
 
Implica diferentes formas de buscar respuestas y dar soluciones a las situaciones 
que han sido catalogadas como problemáticas, a través del uso de mecanismos 
como la regulación, la distribución de recursos vía incentivos o subsidios, la 
intervención directa o la regulación económica, entre otros; lo que imprime el 
carácter social y político de las políticas porque expresa no solo la decisión de dar 
solución a un problema agendado, sino también  una mirada más profunda a sus 
causas, a las acciones adoptadas, a la intencionalidad puesta en favor de unos 




     
Jaime, et al. (2013) citan a Aguilar (2009) concluyendo que las políticas públicas 
son:  
Un conjunto (secuencia, sistema, ciclo) de acciones, estructuradas en modo 
intencional y causal, que se orientan a realizar objetivos considerados de 
valor para la sociedad o a resolver problemas cuya solución es considerada 
de interés o beneficio público; cuya intencionalidad y causalidad han sido 
definidas por la interlocución que ha tenido lugar entre el gobierno y los 
sectores de la ciudadanía; que han sido decididas por autoridades públicas 
legítimas; que son ejecutadas por actores gubernamentales y estatales o 
por estos en asociación con actores sociales (económicos, civiles), y que 
dan origen o forman un patrón de comportamiento del gobierno y la 
sociedad (p. 58).  
 
Es necesario por lo tanto abordar el proceso de implementación de las políticas 
públicas en relación con el funcionamiento de las organizaciones públicas en 
cabeza de actores administrativos o funcionarios que utilizan una serie de medios, 
mecanismos o instrumentos para lograrlo. 
 
3.1. Implementación bajo entornos de ambigüedad y conflicto político  
 
Definir el proceso de implementación de una política pública es hacer referencia a 
la relación que existe entre el momento del diseño de las metas y las acciones que 
se emprenden como una serie de “eslabones subsecuentes” para alcanzarlas, 
siendo de vital importancia el establecimiento de los medios utilizados (Pressman 
y Wildavsky, 1998).  
 
La implementación es ese conjunto de acciones diseñadas que han sido 
programadas secuencialmente como una “cadena subsiguiente de causalidad”, en 




disponibles para producir unos resultados esperados (Aguilar, 1993). Pero sucede 
que cuando se encuentran dificultades en la implementación, determinado por el 
no logro de los objetivos planteados, es posible decir que las actividades no fueron 
llevadas a cabo de la manera esperada, que las aspiraciones y metas no fueron 
realistas o que no hubo una definición clara de los mecanismos. 
 
Ahora bien, existen dos tipos de enfoques a través de los cuales se describen (y a 
veces prescriben) los procesos de implementación de una política pública y es 
posible analizar ese tránsito entre los objetivos y programas planteados a las 
acciones concretas. Se trata de los enfoques top-down y bottom-up los cuales han 
sido expuestos por Ballart y Ramió (2000) de la siguiente manera:  
 
Los teóricos del top-down ven a los decisores políticos que aprueban y 
financian una política como los actores centrales y concentran su atención 
en los factores que pueden ser manipulados a nivel central para conseguir 
que las políticas sean aplicadas tal y como fueron concebidas. Por el 
contrario, los teóricos del bottom-up creen que la población directamente 
afectada por la política y los técnicos de la Administración son los que 
deberían centrar la atención dado que la política "se hace" en el nivel local. 
(p. 518).  
 
Para profundizar en la concepción de estos dos tipos de enfoques, en el siguiente 
cuadro se observa de forma comparativa cuáles son sus principales exponentes, 










Tabla 1: Enfoques de implementación de política pública 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Fischer, Miller y Sidney (2007) y de Ballart y Ramió (2000) 
 
De estos enfoques de implementación se puede deducir que existen dos tipos de 
políticas, aquellas con unos objetivos bien definidos o por el contrario otras con 
objetivos generales y poco claros que no permiten identificar los medios a través 
de los cuales es posible intervenir el problema público, niveles de ambigüedad 
presentes en la etapa de diseño de los objetivos y más específicamente en la 
selección de los instrumentos de intervención. Al respecto, Blasco y Subirats 
(2009, p. 50) afirman que este tipo de ambigüedad y de generalidad en la 
definición de objetivos favorece la obtención de consenso en relación con estas 
políticas. De igual forma Roth (2002, p.125) argumenta que “la imprecisión y la 
ambigüedad facilitan su aprobación; de manera que la ambigüedad puede ser una 
estrategia para permitir avanzar en un tema a pesar de la falta de consenso 





Por lo tanto, se puede decir que, si esa ambigüedad minimiza el conflicto político, 
por ejemplo entre los miembros de un concejo municipal de cara a la adopción de 
una política pública, de otro lado la claridad en la exposición de los objetivos e 
instrumentos aumentaría ese conflicto. Con ello no se argumenta que esta 
ambigüedad sea buena o mala, lo que si interesa es determinar, bajo los enfoques 
top-down y bottom-up, en qué casos esos niveles de ambigüedad son 
razonablemente aceptados o no. Esta ambigüedad puede ser el resultado de una 
dificultad en la compresión del problema y de la solución que se requiere, o 
también es susceptible de ser interpretada como una debilidad en el consenso 
político esperado como apoyo a una determinada intervención pública. 
 
Según esos niveles de ambigüedad y conflicto político Ballart y Ramió (2000, p. 
253) establecen 4 entornos de políticas públicas que han sido interpretadas en la 
siguiente gráfica: 
 






































Los posibles entornos que encontramos en el anterior plano cartesiano están 
determinados por:  
 
Entorno 1: niveles bajos de ambigüedad y de conflicto político 
Entorno 2: niveles altos de ambigüedad y de conflicto político 
Entorno 3: niveles altos de conflicto político y bajos de ambigüedad 
Entorno 4: niveles altos de ambigüedad con baja conflictividad política. 
 
Es así como en el Entorno 1, donde existen unos niveles bajos tanto de 
ambigüedad como de conflicto político  Ballart y Ramió (2000) defienden la idea de 
que es más fácil llegar a consenso sobre una política pública siendo este más 
propicio para una aproximación top-down en el proceso de implementación. 
 
Por el contrario, en el Entorno 2, donde existen niveles altos tanto de ambigüedad 
como de conflicto político, lo cual supone una mayor complejidad para la 
administración, es menos factible una aproximación top-down y por el contrario se 
favorece la aplicación de un enfoque bottom-up en el proceso de implementación. 
 
Los dos entornos restantes, los cuales exponen niveles altos de conflicto político 
con baja ambigüedad y viceversa, responden a situaciones donde es necesario el 
consenso político para avanzar, a partir de un trabajo de cooperación, hacia un 
mayor nivel de control frente al problema público. Estos responden a enfoques 
mixtos de implementación como los propuestos por Elmore (1985) y Sabatier 
(1988), los cuales no se han considerado en el presente análisis. 
 
3.2. Enfoque político – técnico de los instrumentos de intervención 
 
La utilización de una serie de instrumentos, de naturaleza tan particular y 
cambiante como los mismos problemas públicos, es lo que permite llevar una 




significado de instrumentos, Leyva (2015) argumenta que "estos son la forma 
como se ejecutan las políticas públicas o los programas de Gobierno; en este 
sentido, tiene una gran influencia en el éxito del proceso de implementación” (p. 
274). 
   
Ese balance entre la elección de los instrumentos y los efectos producidos por 
ellos, donde en diferentes oportunidades se exceden las metas y los objetivos 
para los cuales fueron planteados, desborda el componente técnico y da paso a 
un asunto político ya que su elección e implementación puede desencadenar 
interacciones adversas y conflictos entre los diferentes actores de la política. Es 
así como "La acción pública se entiende fundamentalmente en un sentido 
pragmático, es decir, como un enfoque político-técnico de resolución de problemas 
mediante instrumentos” (Lascoumes y Le Galés, 2009, p. 287). 
 
A continuación, se retoman los diferentes tipos de instrumentos identificados así 
como sus principales exponentes: 
 
Tabla 2: Listado de instrumentos de intervención pública  identificados 
 




Han sido muchas las clasificaciones que se han dado a los tipos básicos de 
instrumentos, en donde no solo se describe la naturaleza de los mismos, sino 
también factores como el costo político, los niveles de coercitividad, la precisión de 
sus objetivos, entre otros. Es por esto que los hacedores de políticas públicas o 
policy makers cuentan con un listado de instrumentos que en palabras de Linder y 
Peters (1993) tienen un valor relativo de acuerdo a 3 elementos, que para efectos 
del presente análisis cobran un importante significado ya que de una u otra forma 
se refiere a la minimización de los niveles de ambigüedad en la definición de un 
instrumentos de intervención, si se quiere formular una política pública efectiva, 
capaz de intervenir el problema público (Citado en Leyva, 2015, p.275): 
 
1) A mayor precisión del instrumento, menor probabilidad de que sea intrusivo. 
2) A menor intrusión del instrumento, menor probabilidad de que se levante 
oposición política. 
3) A mayor precisión del instrumento, más compleja y costosa es su 
administración. 
 
Con esto se abre el debate en relación a la ambigüedad con la cual en muchas 
oportunidades se definen los instrumentos de intervención pública, donde 
retomando la Ilustración 3, sobre los criterios de ambigüedad o falta de precisión 
del instrumento, son tomados como una variable que tiene una incidencia directa 
con los altos o bajos costos políticos de las decisiones públicas.  
 
Ahora bien, si tomamos la variable de conflictos políticos y con el propósito de 
demostrar la hipótesis, que acompaña este análisis, es cambiada dentro del plano 
cartesiano por niveles de discrecionalidad entendido como aquella acción que 
depende del criterio de una persona o autoridad, se tendría ahora unos cuadrantes 
de políticas públicas particulares en donde también es posible situar los dos tipos 






Ilustración 4: Cuadrantes de implementación según niveles de ambigüedad en 














Fuente: Elaboración propia bajo categorías de implementación e instrumentos  
 
Continuando con el planteamiento realizado por Ballart y Ramió (2000) frente a la 
definición de entornos para la selección de enfoques de implementación, se 
encuentran ahora los siguientes cuadrantes en la anterior ilustración: 
 
Cuadrante I: niveles altos de ambigüedad en objetivos e instrumentos así como 
en la discrecionalidad a la hora de implementar una política pública. 
Cuadrante II: niveles altos de ambigüedad en objetivos e instrumentos con baja 
discrecionalidad en el proceso de implementación.  
Cuadrante III: niveles bajos de ambigüedad en objetivos e instrumentos y niveles 
bajos de discrecionalidad en la implementación de una política pública. 
Cuadrante IV: niveles altos de discrecionalidad en la implementación con bajos 


























De lo anterior es posible inferir que para las teorías top down la discrecionalidad 
es negativa toda vez que las acciones en muchas oportunidades pueden no ser 
coincidentes con los objetivos diseñados en la etapa de formulación; pero para las 
teorías bottom up, en la medida que los funcionarios de calle o burócratas 
callejeros están más cercanos al problema público, la discrecionalidad es positiva. 
 
Es por esto que para efectos del presente trabajo se tomará como referencia los 
Cuadrantes I y III que hablan de niveles de ambigüedad y de discrecionalidad 
altos y bajos respectivamente, como parte de la hipótesis planteada: A mayor 
ambigüedad en la definición de los instrumentos de intervención pública, mayor 
discrecionalidad en la fase de implementación de una política pública. 
 
4. EL CASO DE LA PPDIS DEL MUNICIPIO DE ENVIGADO 
 
La elección del Comité Municipal de Discapacidad (CMD) en el 2014 marcó el 
inicio de la formulación de la Política Pública de Discapacidad e Inclusión Social 
del Municipio de Envigado (PPDIS), posterior a esto en el 2015, el CMD bajo la 
orientación del Programa de Discapacidad de la Secretaría de Bienestar Social y 
Comunitario lideró la identificación del contexto de la discapacidad a partir del 
Registro de Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad 
(RLCPD), entre otras fuentes de información1. 
 
De estas consultas, así como de la realización de 9 talleres donde participaron 
personas con diferentes discapacidades, familiares y cuidadores, empresarios, 
organizaciones sociales, ONG’s, organismos de control y funcionarios públicos; se 
llevó a cabo el levantamiento del diagnóstico para la identificación de los 
problemas de las personas con discapacidad (PcD). 
                                                          
1 Censo poblacional 2005, Sistema Integrado de Matrícula Estudiantil de Educación Básica y Media 





Según el RLCPD, en el año 2015 se identificaron 1975 PcD en Envigado, de las 
cuales el 54% no contaban con ningún tipo de ingreso, 33% de ellos  debido a 
incapacidad permanente sin ningún tipo de pensión. Se encontró además que el 
24,6% contaba con ingresos por debajo a 500 mil pesos y solo el 19% recibía 
ingresos superiores a esa cifra. 
 
Otro factor de análisis fue el educativo, donde el 43% de las personas 
argumentaron que el servicio carecía de un currículo adaptado que respondiera a 
sus necesidades de aprendizaje. Un hallazgo más, mostraba como parques y 
plazas con el 47%, calles y vías con el 41%, andenes y aceras con el 36% y 
paraderos con el 31% eran los principales lugares con barreras de accesibilidad. 
 
Respondiendo a estas situaciones problemáticas, se consolidó una política pública 
orientada hacia la protección de la PcD, pero también incluye acciones dirigidas a 
su familia, la comunidad cercana a su entorno y la sociedad (ver Tabla 3); cuyo 
objetivo general es  “Contribuir al goce efectivo de los derechos, al desarrollo de 
las capacidades humanas y a la plena inclusión, de las personas con discapacidad 
en Envigado, sus familias y cuidadores” según reza el Acuerdo Municipal No.026 
de 2015 de la Administración “Envigado, una oportunidad para todos” 2012-2015. 
 
Tabla 3: Marco de referencia de la política pública 















Sociedad en general 
 
 
De los cinco Ejes Estratégicos contenidos en la Política Pública de Discapacidad 
en el orden nacional, cuatro fueron contenidos dentro de la política pública local, 




guardaron coherencia con la Ley 1618 de 2013, el CONPES 166 de 2013, la 
Política Pública Nacional de Discapacidad y la PPDIS del Departamento de 
Antioquia, como se muestra en la siguiente tabla. 
 
Tabla 4: Orientación estratégica de la política pública 
 
 Fuente: Elaboración propia a partir de Acuerdo Municipal No.026 de 2015. 
 
Hace parte integral de esta Política Pública el Plan Municipal de Discapacidad 
(PMD) construido igualmente de forma participativa a finales del 2015, documento 
con una vigencia de 10 años que contiene además de los objetivos, ejes 
estratégicos y líneas de acción, los programas, proyectos, indicadores y 
responsables del desarrollo de las actividades. 
 
Al cruzar la información contenida en el Acuerdo No.026 de 2015, el Documento 
Técnico de la PPDIS y el PMD 2016-2024, se visualiza una política pública 







Ilustración 5: Estructura general de la política pública 
 
 
Se llegó así a la comprensión de una política amplia, integral y que no solo está 
dirigida a la población objetivo sino también a otras poblaciones con el fin de 
mejorar la calidad de vida de la población objetivo, caso puntual los cuidadores, 
padres de familia o ciudadanía en general cercana a las PcD.  
 
4.1. Un Plan de Desarrollo que retoma parcialmente la Política 
 
Tras el cambio de administración en el año 2016, algunos de los programas de la 
Política Pública fueron incluidos de forma explícita en el Plan de Desarrollo 
Municipal 2016-2019 “vivir mejor, un compromiso con Envigado”, garantía de 
recursos para el desarrollo de las acciones que han sido definidas bajo un marco 
de actuación con base en principios de igualdad, garantía de derechos, equidad e 
inclusión social.  
 
De las 16 líneas de acción contempladas en la política, 5 han sido incluidas de 
forma explícita en el Plan de Desarrollo, por lo cual es posible argumentar que la 




implementación de las demás líneas de acción queda a la discrecionalidad de las 
unidades ejecutoras, pues no existe obligatoriedad de responder por ellas en 
función del plan de desarrollo. 
 
Tabla 5: Priorización de la PPDIS en el Plan de Desarrollo 
 
Fuente: Elaboración propia a partir del Acuerdo Municipal No.26 de 2015 y del Plan de Desarrollo 
2016 – 2019 “Vivir mejor, un compromiso con Envigado”. 
 
De los 4 ejes estratégicos de la Política Pública, los dos primeros que hacen 
alusión al “Desarrollo de la capacidad humana” y al “Reconocimiento a la 
diversidad” han sido fusionados en una sola Línea Programática del Plan de 
Desarrollo denominada “Línea Programática 2. Desarrollo social, inclusión y 
equidad para el buen vivir”. 
 
La Línea de Acción 3 de la Política “Educación inclusiva” toma especial 
importancia y se convierte en uno de los proyectos de la Línea Programática 3 del 
Plan de Desarrollo “Educación, innovación y cultura, pilares del desarrollo”.  
 
Teniendo presente que, según el RLCPD en el año 2015, se identificó que del total 




ingreso, es posible ver como la Línea Programática 5 “Desarrollo económico con 
competitividad e integración regional” hace mención somera al tema de la 
discapacidad y no se presentan acciones ni proyectos concretos dirigidos a esa 
población. No obstante, en el Programa 5.2 Oportunidades para la generación de 
ingresos y acceso a trabajo decente y productivo; con el cual se fortalece la 
Agencia Pública de Gestión y Colocación para el Empleo de la Alcaldía de 
Envigado, es posible inferir que la Línea de Acción 1 de la Política “Generación de 
Ingresos” ha sido priorizada de forma ambigua sin generar compromisos directos 
con las PcD. 
 
Algo particular sucede con la Línea de Acción 8 “Accesibilidad y Acceso” de la 
Política Pública, y es el hecho de que se considere priorizada en la Línea 
Programática 7 del Plan de Desarrollo “Movilidad, hábitat urbano y rural 
sostenible” con 2 proyectos generales que de una u otra forma impactan a las 
PcD, entre otros grupos poblacionales: El proyecto 7.2.0.7 “Red vial urbana y rural 
para una movilidad sostenible” que implica la construcción y mejoramiento de la 
red peatonal (andenes) y el Proyecto 7.3.0.2 “Consolidación del espacio público 
para el disfrute de todos con criterios de accesibilidad universal” que contempla la 
intervención de los parques existentes en el municipio.  
 
Por las anteriores razones, al observar la priorización que de la PPDIS se ha 
hecho en el Plan de Desarrollo, se piensa en la forma como se armoniza (o no) la 
lógica de política pública con la lógica de la planeación territorial; comprendiendo 
que la política es una inferencia descriptiva a partir de un problema público 
identificado al cual se le da trámite a partir de la utilización de instrumentos de 
intervención pública, mientras que la de planeación obedece a la enunciación de 






4.2. Recursos garantizados para la implementación  
 
El Plan de Inversión, considerada una herramienta a través de la cual se definen 
los Planes Operativos Anuales de Inversión (POAI) y los Programas Anualizados 
de Caja, asegura la planificación operativa y administrativa del Plan de Desarrollo. 
Según la Secretaría de Hacienda de Envigado, la inversión para el cuatrienio 
2016-2019 fue proyectada en la suma de  $ 1.144.997.234.910, presupuesto con 
el cual se financian las 9 Líneas Programáticas del Plan de Desarrollo. De estos, 
los recursos destinados específicamente para subsidiar los programas y proyectos 
dirigidos a  la atención de las PcD han sido asignados a la Línea Programática 
No.2 “Desarrollo Social, equidad e inclusión para el buen vivir”, de donde se 
desprende el Programa No.2 Derechos individuales y colectivos de poblaciones de 
especial interés.  
 
En este Programa, se encuentra el Subprograma No.1 Desarrollo de las 
capacidades humanas de las personas con discapacidad, con una inversión 
proyectada para el cuatrienio de $ 6.536.223.041 que equivale a una participación 
del 0.57 % respecto al Plan, a través de los cuales se financian dos proyectos: (1) 
Habilitación y rehabilitación integral de personas con discapacidad en sus ciclos 
de vida, y (2) Participación para la inclusión social de personas con discapacidad; 
guardando relación directa con PPDIS en sus Líneas de Acción 4. “Rehabilitación 
y habilitación integral” y en la Línea de Acción 11. “Participación Social”.  
 
De igual forma, la Línea Programática 3 contempla recursos por $ 7.000.000.000 
para financiar el proyecto 3.2.0.1. “Modelos pedagógicos flexibles con enfoque 
diferencial”, género e inclusión, que hace parte del programa 3.2. Inclusión y 
diversidad en la educación. 
 
Los proyectos 4.3.1.4. “Red de cuidadores para personas en situación de 




alteraciones de la agudeza visual” cuentan con un monto de $ 2.640.000.000 entre 
los dos, los cuales hacen parte de la Línea Programática 4. “Salud y deporte para 
vivir mejor” y del Programa 4.3. “Habilidades para la vida en salud”. 
 
Tabla 6: Destinación de recursos dirigidos a PcD 
Fuente: Elaboración propia a partir del Plan de Inversiones 2016-2019. 
 
En la tabla anterior solo se presenta el porcentaje destinado a la atención de este 
grupo poblacional donde se muestra que del total de recursos destinados a 
inversión en el cuatrienio, solo el 1,41% está explícitamente dirigido  a las 
personas con discapacidad.  
 
Consecuentes con los planteamientos de Pressman y Wildavsky (1998): “Es 
necesario que se apruebe la legislación correspondiente, y que los fondos se 
comprometan antes de que tenga lugar la implementación para obtener el 
resultado pronosticado” (p. 55). La financiación, por lo tanto, de las demás 
acciones de la política pública depende de la destinación de recursos dirigidos a 
otros programas, caso puntual los subsidios de vivienda o los programas de salud 





4.3. Una política pública que nace en la fase de implementación 
 
Varios de los programas de la Política Pública se están desarrollando desde 
períodos de gobierno anteriores a la firma del Acuerdo Municipal No. 026 de 2015, 
caso puntual los 4 proyectos directos de atención a la población en edad escolar 
los cuales viene ejecutando la Secretaría de Educación y Cultura desde el 2005: 
Apoyo psicopedagógico; Desarrollo de habilidades a nivel funcional, 
comunicacional y motriz dirigido a PcD cognitiva, motora o sensorial; Mejoramiento 
de condiciones comunicacionales para población con discapacidad auditiva; y 
Atención a la población con talentos o capacidades excepcionales para mejorar su 
convivencia e interacción social. 
 
Según Lenis Zapata, profesional de la Secretaría de Educación y Cultura: “La 
política pública nos permite mantener estos proyectos a lo largo del tiempo por 
que han tenido muy buenos resultados en los estudiantes, en los padres de 
familia, en las instituciones educativas. Estos procesos han venido funcionando 
desde el 2005 y nunca se han negado recursos” (L. Zapata, comunicación 
personal, 4 de octubre de 2018).  
 
En el año 2015, en la Rendición de Cuentas realizada bajo la administración 
“Envigado una oportunidad para todos” 2012-2015, el mandatario local presentó la 
cifra de 2319 personas beneficiadas de programas como estimulación temprana, 
plan tutelar, preparación ocupacional, formación para la inclusión laboral, atención 
a niños niñas, adolescentes y jóvenes en situación de discapacidad de la zona 
rural 12 y 13 lo cual da a entender que existen acciones de política antes que 
Acuerdo, Documento Técnico y PMD.  
 
Esta Política Pública, por lo tanto, es un proceso final de reconstrucción de 
voluntades y decisiones políticas existentes desde anteriores administraciones, y 




unidades ejecutoras incluyeron los programas y proyectos que ejecutan de forma 
periódica año tras año.  
 
5. PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN SEGÚN INSTRUMENTOS 
 
Al mirar la coherencia entre las problemáticas identificadas y el diseño de la 
política, se descubre una política pública bien estructurada, que abarca todas las 
dimensiones del desarrollo. Ahora bien, al realizar un análisis de las soluciones 
planteadas, versus los problemas reales y urgentes de la comunidad envigadeña, 
surge la duda de si los objetivos e instrumentos utilizados son los más adecuados 
de cara a la intervención pública. De acuerdo con Jaime, et al. (2013), “suponen 
también definiciones de estos problemas, postulación de relaciones causales 
entorno a ellos, lineamientos y criterios para orientar decisiones y acciones” (p. 
61). 
 
Para Santiago Ruiz, Politólogo del Departamento Administrativo de Planeación de 
Envigado:  
La falencia de la política pública es que utilizó un método de investigación 
cualitativo para definir las problemáticas que se determinaron en el 
diagnóstico, y cuando utilizaron técnicas cuantitativas se quedaron en la 
estadística descriptiva. Lo que se buscaba era llegar a la estadística 
inferencial para determinar la probabilidad de las causas de las 
problemáticas y de una vez establecer relaciones de causalidad al momento 
de atacarlos (S. Ruiz, comunicación personal, 26 de septiembre de 2018). 
 
Lo cierto es que la acción pública en el Municipio de Envigado “se entiende 
fundamentalmente en un sentido pragmático, es decir, como un enfoque político-
técnico de resolución de problemas mediante instrumentos” (Lascoumes y Le 
Galés, 2009, p. 287) lo cual se puede observar en el PMD a través de los 




Para determinar cuál ha sido el modelo de intervención definido en la política, se 
clasificó cada uno de los 93 proyectos contenidos en el PMD a partir del listado de 
instrumentos seleccionados en el marco teórico. De esta manera se pudo 
establecer los tipos de instrumento utilizados en la implementación de los 41 
programas existentes en el diseño de la política, así como en sus 16 líneas de 
acción, según se muestra en la Tabla 7. 
 
Tabla 7: Clasificación de proyectos según instrumentos utilizados 
Fuente: Elaboración propia a partir de revisión documental. 
 
Se encontró que de los 10 instrumentos seleccionados, solo 6 han sido utilizados 
en la implementación de la política, destacándose dos de ellos por su uso 
periódico: “Provisión directa o gobierno directo” y “Contratación de servicios”.  
 
De acuerdo con Leyva y Tabares (2015): "Para mejorar las capacidades de acción 
de las políticas públicas se deben comprender los problemas y las oportunidades 
que surgen en la aplicación de instrumentos específicos", es por esto que a 




los instrumentos seleccionados. 
 
Tabla 8: Intervención pública según el tipo de instrumento 
Fuente: Elaboración propia a partir de revisión documental. 
 
El 43% de las acciones de la política se realizan a través del instrumento 
“Gobierno Directo”, analizado por Leman (2002), el cual hace referencia a la 
entrega de bienes o servicios por parte de los empleados del gobierno, en este 
caso por la Secretaría de Bienestar Social y Comunitario y las demás unidades 
ejecutoras. Este instrumento supone un conocimiento exclusivo del gobierno 
municipal que a través del Programa de Discapacidad brinda atención a las PcD.  
 
No obstante, el tema de recursos también es una de las causas por las cuales 
este instrumento es mayormente utilizado. Es así como las unidades ejecutoras se 
ven abocadas a desarrollar las acciones de la política aprovechando los recursos 
destinados a la financiación de otros programas.  
 
Ahora bien, ante un Programa de Discapacidad pequeño en número de 
funcionarios, una política amplia en sus propósitos y la necesidad de conocimiento 
especializado para la atención a las PcD, se acude a la contratación de servicios 




con un 34%. Autores como Kelman (2002), Hoogland y Salamon (2002) se 
refieren a este instrumento como un acuerdo económico entre una agencia del 
gobierno y una entidad privada para que, a cambio de dinero, la entidad privada 
entregue productos o servicios a un grupo de clientes en este caso las PcD. 
 
Aparecen entonces, en el escenario de implementación, instituciones como Aula 
Abierta que presta servicios de educación no formal, de habilitación y 
rehabilitación; la Asociación de Limitados Físicos y/o Mentales de Envigado 
ALFIME; la Fundación El Ágora que brinda apoyo psicopedagógico y la 
Corporación Crear Unidos con acciones dirigidas a las PcD cognitiva, entre otras.  
 
La información pública, como herramienta de intervención que permite socializar 
asuntos políticos, promover patrones de comportamiento y educar a la comunidad 
envigadeña, hace parte del tercer instrumento de intervención priorizado con un 
15% de utilización. Éste, según Weiss (2002), permite influenciar a la gente acerca 
de lo que cree, piensa, o sabe de un determinado tema, siendo usado en 
campañas, celebración de días especiales, jornadas de capacitación, 
programación cultural, entre otras acciones que tienen como propósito el 
reconocimiento de este grupo poblacional. 
 
Con un 9% el instrumento “Empresas estatales” ocupa el cuarto lugar en 
frecuencia de utilización. Algunas unidades descentralizadas del orden municipal 
llevan a cabo el desarrollo de proyectos, tal es el caso del INDER y sus 
propuestas de deporte adaptado, otras de orden cultural y educativo como la 
Escuela Tecnológica de Artes Débora Arango, la Universidad de Envigado, el 
Centro de Formación Integral para el Trabajo (CEFIT), la Biblioteca José Félix de 
Restrepo y el Parque Cultural Débora Arango. Aunque no han sido creadas 
propiamente para llevar a cabo actividades de naturaleza formal dirigidas a esta 
población, si son instituciones que cobijan dinámicas entre el sector público y 




Como se puede observar, la mayoría de programas o instrumentos con los cuales 
se implementa la política hacen parte de un gobierno que actúa de forma 
centralizada y orientado a resolver los problemas públicos de esta población a 
partir de la asistencia directa o externa sin desarrollar soluciones estructurales de 
fondo. Es por esta razón que instrumentos de tipo Regulación social, Regulación 
económica e Impuestos correctivos, entre otros, no han sido tenidos presentes en 
el planteamiento de las acciones. 
 
6. COORDINACIÓN DE ACTORES PARA LA IMPLEMENTACIÓN 
 
Para hablar de los actores sociales e institucionales que intervienen en el proceso 
de implementación es necesario mencionar cada una de las unidades ejecutoras, 
entes descentralizados, PcD, familiares y cuidadores que han sido referenciados 
en el PMD como responsables o corresponsables de la gestión. En el siguiente 
cuadro se presenta el porcentaje de participación de estos actores a partir del 
análisis del PMD, tomando como base el número de proyectos en los cuales 
participan.   
 
En la siguiente tabla se observa un 55% de participación de la Secretaría de 
Bienestar Social y Comunitario en los proyectos de la PPDIS. Una de las posibles 
razones, es porque en esta se encuentra el Programa de Discapacidad creado 
desde antes de la actual administración. 
 
Este programa, integrado por 3 profesionales en calidad de provisionalidad y un 
tecnólogo en educación especial contratado por prestación de servicios, atiende a 
la población con discapacidad en todo su ciclo vital, desde los 3 meses  hasta los 





De una u otra forma las unidades ejecutoras pueden ver que desde el 
Programa de Discapacidad se coordina la PPDIS y es que históricamente el 
tema ha estado en cabeza de la Secretaría de Bienestar Social, una noción 
que se ha tratado de cambiar ya que la responsabilidad es de todas las 
unidades ejecutoras desde cada una de sus competencias.  
 
Tabla 9: Porcentaje de participación de actores 
Fuente: Elaboración propia a partir del PMD 2016-2024 
 
Un segundo actor, de marcada importancia histórica en la implementación, es la 
Secretaría de Educación y Cultura con una participación del 18%. Sus acciones 
están centradas básicamente en la atención de la demanda estudiantil mediante 4 
programas directos de atención a la PcD, los cuales son ejecutados por 
instituciones privadas que intervienen a través de contratos:  
 
Equipo de apoyo psicopedagógico en las 3 instituciones educativas oficiales, y sus 
24 respectivas sedes, dirigido a la atención de estudiantes que han sido 




con la Fundación El Ágora para realizar los ajustes razonables a nivel académico, 
intervenciones con las familias, servicio de fisioterapia y fonoaudiología.  
 
A través de la empresa Aula Abierta se atiende a la población estudiantil con 
discapacidad cognitiva, motora o sensorial que por sus características particulares, 
y por más ajustes razonables y adaptaciones curriculares que desarrollen, no 
responden de forma positiva al proceso educativo regular.  
 
Estudiantes con discapacidad auditiva son atendidos por la Fundación Dime 
Colombia, que opera el Proyecto Logogenia que tiene como objetivo mejorar sus 
condiciones lecto-escriturales. De igual forma, a través de la Entidad Educación de 
Colores Amor se presta atención a personas con talentos o capacidades 
excepcionales. Sin lugar a duda,  
 
las acciones de la Secretaría de Bienestar se complementan con las de la 
Secretaría de Educación, por ejemplo, los programas de estimulación 
temprana, ya que cuando van alcanzando la edad de 5 o 6 años se 
convierten en usuarios del sistema educativo, entonces es Bienestar Social 
quien hace una preparación de estas personas para que cuando lleguen 
tengan algunas habilidades (L. Zapata, comunicación personal, 4 de octubre 
de 2018). 
 
Argumento que tiene sentido toda vez que son las dos unidades ejecutoras con 
mayor incidencia en la implementación. 
 
Secretarías como la de Salud no ejecuta programas específicos dirigidos a la PcD, 
solo se encarga del RLCPD y de la entrega de algunos subsidios a través del 
programa cuidadores y del Centro de Ayudas Sociales que existen no solo para 
PcD sino para otros en situación de vulnerabilidad. Una inversión de $ 




dependencia, ya sea por enfermedad o discapacidad,  fue la presentada por el 
mandatario local en el proceso de Rendición de Cuentas en el año 2017, con lo 
cual 1001 personas fueron beneficiadas con los Centros de Ayudas Sociales, así 
como 150 familias beneficiadas con las acciones de la Red. 
 
Teniendo presente que la problemática priorizada era la generación de ingresos 
de las PcD, se percibe que la Secretaría de la Desarrollo Económico solo ostenta 
el 4% de responsabilidad frente a las acciones de la Política. Según Jennifer 
Espinosa, Coordinadora de la Agencia de Empleo de la Secretaría de Desarrollo 
Económico: “Desde la Secretaría la atención es indiscriminada, si usted es víctima 
lo atendemos aunque tenemos programas especiales para víctimas, si usted está 
en situación de discapacidad, o si es empresario y tiene negocio o unidad 
productiva venga que aquí cabe” (J. E. Espinosa, comunicación personal, 4 de 
octubre de 2018). 
  
Por esta razón, desde la Secretaría de Bienestar Social se creó en 2016 la 
estrategia de inclusión laboral “Sumemos capacidades” que desarrolla acciones 
bajo dos líneas de trabajo: orientación ocupacional para el usuario y su familia, y 
gestión empresarial, la cual es apoyada por la Agencia de Empleo como 
intermediarios autorizados desde el Ministerio del Trabajo. 
 
Aunque la estrategia no cuenta con recursos propios, a la fecha ha logrado 50 
vinculaciones laborales en 13 empresas diferentes. Al respecto, en la rendición de 
cuentas del 30 de junio de 2017 se presentó una inversión estimada durante los 
dos años de $ 600.000.000 en la estrategia de inclusión laboral de PcD, sus 
familias y cuidadores, que beneficiaron a cerca de 400 personas formadas. 
 
Pese a que la Secretaría de Obras Públicas no aparece en el diseño de la PPDIS 
como un actor institucional con responsabilidades asignadas frente a la gestión de 




interlocutando o no con el Programa de Discapacidad frente a la implementación 
de la política, lo cierto es que ha dotado al municipio de andenes y obras de 
infraestructura con criterios de accesibilidad universal.  
 
Tabla 10: Inversión en la red peatonal 
Fuente: Informe Secretaría de Obras Públicas con corte al 30 de septiembre de 2018. 
 
Es por lo tanto la Secretaría de Bienestar a través del Programa de Discapacidad 
la encargada, además de ejecutar sus propios proyectos, de ejercer presión o 
lobby frente a otras unidades ejecutoras. Sin embargo, cada dependencia realiza 
sus acciones teniendo en cuenta o no a la política, de forma más o menos 
consciente cuando la normatividad los obliga a actuar con criterios de inclusión, 
caso puntual la Secretaría de Obras Públicas, o de manera inconsciente cuando 
su razón de ser no está reglamentada por ley. Para S. Ruiz,  
 
el discurso que manejan es que hacen acciones para todo el mundo, no se 
tienen acciones focalizadas para grupos poblacionales de especial interés, 
ejemplo: Desarrollo Económico quien tiene un programa de créditos para 
emprendimientos, se los puede dar al negro, al LGBTI, a la mujer cabeza de 
familia, pero también a la persona que no tienen ninguna vulnerabilidad 






La necesidad de una estrategia que permitiera la coordinación de todos estos 
actores concluyó en la conformación del Comité de Política integrado por 
servidores públicos de 6 dependencias afines al tema de discapacidad, entre ellos 
la Secretaría de Bienestar Social a través del Programa de Discapacidad, la 
Secretaría de Desarrollo Económico a través de la Agencia Pública de Empleo, la 
Secretaría de Educación, la Secretaría de Salud, la Secretaría de Movilidad, la 
Secretaría de Obras Públicas y el Departamento Administrativo de Planeación.  No 
obstante en el momento carece de ese margen de maniobra ya que las personas 
que asisten al mismo no pueden tomar decisiones frente a la implementación. En 
la actualidad está enfocado al seguimiento de los Planes Individuales de Ajustes 
Razonables (PIAR2) para la permanencia de las PcD en el sistema educativo.  
 
A juzgar por los esfuerzos, la implementación se sigue haciendo de manera difusa, 
a la libre discrecionalidad de cada unidad ejecutora que ven las acciones como 
compromiso no manifiestos en el Plan de Desarrollo u obligado por la norma. 
Aunque los servidores públicos entrevistados argumentan que se realizan 
acciones en todas las líneas de la política, unas con mayor inversión que otras, no 
es posible conocer realmente cuales han sido sus resultados.  
 
Hace falta por lo tanto una batería de indicadores a través de la cual se realice 
realmente la evaluación o seguimiento, según lo expresado por Paola Andrea 
Rentería, Coordinadora del Programa de Discapacidad (P. A. Rentería, 
comunicación personal, 26 de septiembre de 2018), no muy lejos de los 
planteamientos de Pressman y Wildavsky quienes argumentan que "La 
implementación no puede tener éxito ni fracasar si no cuenta con una meta contra 
la cual pueda juzgársela" (1998, p.55). 
 
 
                                                          
2 Herramienta utilizada para garantizar los procesos de enseñanza y aprendizaje de las PcD según 




7. FALLOS EN LA IMPLEMENTACIÓN TOP DOWN Y BOTTOM UP 
 
Se ha descrito con anterioridad como la PPDIS está siendo implementada en 
mayor medida bajo una intervención de tipo “Provisión Directa o Gobierno 
Directo”, así mismo, es notable como de forma centralizada la Secretaría de 
Bienestar Social se encarga de la gestión de más del 50% de las acciones 
contempladas en el diseño, en donde los actores sociales han quedado relegados 
a beneficiarios finales con poca incidencia. 
 
A raíz de esto, es posible decir que la PPDIS está siendo implementada bajo un 
enfoque top-down en donde los decisores políticos que aprueban y financian la 
política lo hacen como “actores que concentran su atención en los factores que 
pueden ser manipulados a nivel central para conseguir que las políticas sean 
aplicadas tal y como fueron concebidas” (Ballart y Ramió, 2000, p.518).  
 
Teniendo presente que bajo un enfoque top-down "la implementación es el tránsito 
de los programas y objetivos decididos en los altos niveles de gobierno a las 
operaciones de organizaciones e individuos en una localidad concreta" (Aguilar, 
1993, p. 80), y siguiendo los planteamientos del marco teórico, donde se había 
expuesto como para las teorías top down la discrecionalidad es negativa, toda vez 
que las acciones en muchas oportunidades pueden no ser coincidentes con los 
objetivos diseñados en la etapa de formulación, se concluye que la política 
presenta fallos en la implementación de tipo top down. 
 
Pensar el proceso de implementación de la PPDIS bajo un entorno top down, 
exige contar con bajos niveles de ambigüedad en la definición de objetivos e 
instrumentos, restringiendo los niveles de discrecionalidad. Caso contrario, dicha 
política pública presenta altos niveles de ambigüedad lo que implica que las 
acciones se estén desarrollando en repetidas oportunidades bajo la 




implementar o no los programas y proyectos, siempre y cuando estos no hayan 
sido priorizados de forma explícita en el Plan de Desarrollo, en los planes 
anualizados de inversión o determinados por la Ley.  
 
Siguiendo los planteamientos de Ballart y Ramió (2000) y acorde con la 
argumentación expuesta en el marco teórico, se presenta la siguiente ilustración: 
 
Ilustración 6: Fallos en la implementación de la PPDIS bajo enfoque top down 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Ballart y Ramió (2000, p.523) 
 
Ahora bien, si se realizara el ejercicio de situar la implementación de la Política 
bajo un entorno bottom up, donde la población directamente afectada, llámese 
PcD, familiares y cuidadores, jugaran un papel preponderante en el proceso o 
puesta en marcha de la política bajo el precepto de que es en el ámbito de lo local 
desde donde se construye, reinventa y se moldea; encontraríamos también 
algunas fallas en la implementación de la PPDIS. 
 
En apartados anteriores se ha defendido la idea de que para las teorías bottom up 




de ambigüedad, donde los funcionarios de calle o burócratas callejeros están más 
cercanos al problema público e intervienen activamente en la implementación. Sin 
embargo, en el caso de la PPDIS el proceso se realiza sin contar con el actor 
social, las PcD, sus familiares y cuidadores, por lo cual también se argumenta que 
esta política puede presenta fallos en la implementación bajo entornos bottom up. 
 
Ilustración 7: Fallos en la implementación de la PPDIS bajo enfoque bottom up 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Ballart y Ramió (2000, p.523) 
 
Es así como ejercicios de organización que buscan una mayor incidencia del actor 
social, como fue la conformación del Comité Municipal de Discapacidad en el 
2014, al día de hoy se encuentre inoperante en la fase de implementación y a la 
espera de una nueva elección de representantes. Bajo este entorno encontramos 
entonces a una población que le falta acompañamiento y sensibilización para que 





8. CONCLUSIONES  
 
Para la fase de formulación de políticas públicas poblacionales, como la PPDIS, es 
necesario prestar atención a teorías multicausales para la estructuración del 
problema público en esta fase, toda vez que este tipo de grupos poblacionales se 
ven afectados por diferentes problemas sociales. 
 
Teniendo presente el período de análisis 2015- 2018, se concluye que la PPDIS 
nace en la etapa de implementación mucho antes del diseño de la Política Pública 
y de la firma del Acuerdo Municipal 026 de 2015. Desde períodos de gobierno 
anteriores en Envigado se vienen desarrollando acciones periódicas para la 
garantía de derechos de las PcD. 
 
Siguiendo los planteamientos de Ballart y Ramió (2000) una política pública, 
caracterizada por la ambigüedad en la definición de objetivos e instrumentos y 
diseñada bajo procesos de participación ciudadana, debe responder a modelos de 
implementación tipo bottom up donde haya una mayor incidencia de los actores 
sociales o burócratas de calle que participaron en la etapa de formulación. Por el 
contrario, una política pública caracterizada por la claridad en la definición de 
objetivos e instrumentos y niveles bajos de conflicto político o discrecionalidad, es 
posible de ser implementada bajo entornos top down donde las acciones son 
coherentes con los propósitos e indicadores que persigue la política. 
 
Tanto la ambigüedad en la definición de objetivos e instrumentos, como la 
discrecionalidad con que operan los funcionarios públicos, no son criterios 
susceptibles de ser calificados como buenos o malos. Si se tuviera unos 
funcionarios de carrera con buenas capacidades esa discrecionalidad que da la 
ambigüedad sería ideal, no obstante, en escenarios de burocracias débiles, malas 






La hipótesis formulada “A mayor ambigüedad en la definición de instrumentos, 
mayor discrecionalidad en la implementación de una política pública” se 
comprueba parcialmente con este trabajo, ya que no se contempló una variable 
sustancial y es el estudio de las burocracias, siendo consecuentes con el 
planeamiento anterior que habla de las capacidades técnicas de los funcionarios 
públicos.   
9. RECOMENDACIONES DEL ANÁLISIS 
 
Ante una posible actualización o rediseño de la PPDIS es necesario priorizar, de 
todas las problemáticas identificadas, el problema social que puntualmente se 
desea intervenir. Para esto es necesario utilizar en el levantamiento del 
diagnóstico una metodología adicional a la cualitativa, con el propósito de definir 
las problemáticas reales que afectan a este grupo poblacional y desarrollar así 
soluciones coherentes. 
 
Se deben limitar al máximo los niveles de ambigüedad en la definición de objetivos 
así como en la selección de instrumentos de intervención, ya sea porque se 
pretenda implementar bajo un entorno top down con presencia de un gobierno 
municipal que actúa de forma centralizada o porque se dé mayor protagonismo al 
actor social o burócrata de calle en el desarrollo de las acciones de la política.   
 
Definir la batería de indicadores de la PPDIS articulada a los procesos de 
monitoreo, seguimiento y evaluación del Plan de Desarrollo, para conocer los 
resultados e impactos posteriores a la implementación. 
 
Promover una mayor incidencia de los actores sociales en el proceso de 
implementación de la Política Pública, no solo en la etapa de formulación bajo el 





Motivar una mayor consciencia de las unidades ejecutoras frente a roles y 
responsabilidades en la ejecución de los programas y proyectos, conservando el 
papel de coordinación que desempeña la Secretaría de Bienestar Social y 
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